
 
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE MEDELLÍN 

SALA PRIMERA DE DECISIÓN CIVIL 
 
Medellín, diez (10) de octubre de dos mil veintidós (2022) 
Ref.: Exp.: 05001 31 03 002 2021 00022 01 
Magistrado Ponente: JOSE OMAR BOHÓRQUEZ VIDUEÑAS 
 
Proceso: Declarativo  
Demandantes: AMPARO DEL SOCORRO MARÍN MARÍN y otros. 
Demandados: TRANSPORTES  MEDELLIN  BARBOSA  S.A.  y  otros. 
EXTRACTO: La culpa o hecho exclusivo de la víctima enerva la responsabilidad del 

demandado, así se esté frente a una actividad peligrosa. Confirma. 
 

 

ASUNTO A TRATAR 

 

 

Procede la Sala a resolver el recurso de apelación interpuesto por la parte 

demandante, contra la sentencia calendada el veintiuno (21) de enero de 

dos mil veintidós (2022), proferida por el Juzgado Segundo Civil del Circuito 

de Oralidad de Medellín. 

 

 

ANTECEDENTES 

 

DE LA DEMANDA:  

 

AMPARO  DEL SOCORRO, DARÍO DE JESÚS, ANA RUBIELA, YESICA 

MILDRE y MARILUZ, todos de apellidos  MARÍN MARÍN, y ERIKA YOHANA 

ACEVEDO MARÍN quien actúa en nombre propio  y como representante 

legal de los menores  JOHAN y EDUAR MARÍN ACEVEDO, promovieron 

proceso declarativo extracontractual en contra de PEDRO PABLO 

HERRERA RÚA, LEASING BANCOLOMBIA S.A., y TRANSPORTES 

MEDELLÍN BARBOSA S.A., pretendiendo se declare a estos civil y 
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solidariamente responsables del accidente de tránsito acaecido el 23  de 

enero de 2011 en la vía Hatillo – Cisneros ruta 6205 Vereda Isaza (municipio 

de Barbosa – Antioquia), en el que falleció SAÚL ANDRÉS MARÍN MARÍN.  

 

Consecuencialmente, pidieron por el pago de los perjuicios causados, así:  

 

LUCRO CESANTE FUTURO:  

 

En favor de ERIKA YOHANA ACEVEDO MARÍN, quien era compañera 

permanente de la víctima directa, la suma de $70’043.167,87; mientras que 

0ara los menores JOHAN y EDUAR MARÍN ACEVEDO, hijos del causante, 

de a $35’021.583,93 para cada uno de estos. 

 

PERJUICIOS EXTRAPATRIMONIALES: 

 

Para ERIKA YOHANA ACEVEDO MARÍN, y sus hijos JOHAN y EDUAR, así 

como para DARÍO DE JESÚS MARÍN MARÍN -padre del fallecido-, el 

equivalente de cien (100) Salarios Mínimos Legales Mensuales Vigentes 

(S.M.L.M.V.), a prorrata en la modalidad de perjuicios morales, e ídem 

quantum por daño a la vida en relación. 

 

Frente a las hermanas del de cujus ANA RUBIELA, YESICA MILDRE y 

MARILUZ MARÍN MARÍN, como perjuicios morales se deprecó cincuenta 

(50)  S.M.L.M.V. per capita, e igual monto para cada una de ellas por daño 

a la vida en relación 

 

Para doña AMPARO DEL SOCORRO MARÍN MARÍN, madre del occiso, 

veinte (20) S.M.L.M.V., de daño moral, y cien (100) de tales mensualidades 

en lo que concierne al perjuicio a la vida de relación. 

 

La causa petendi se basó en que el día 23 de enero de 2011 a las 21:30 

horas, en el kilómetro 4 + 550 de la vía Hatillo-Cisneros, Ruta 6205, Vereda 
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Isaza (municipio de Barbosa – Antioquia), hubo una colisión entre el vehículo 

de placas TGA 184 (propiedad de LEASING BANCOLOMBIA S.A. -

fusionada con BANCOLOMBIA S.A.-, afiliado a la empresa TRANSMEBA 

S.A. y conducido por PEDRO PABLO HERRERA RÚA), contra la 

motocicleta de placa KHY 39 manejada por SAÚL ANDRÉS MARÍN MARÍN, 

persona esta que falleció en el lugar del incidente por politraumatismo 

severo, según  informe de  necropsia médico legal. 

 

Que mediante la Resolución 091 del 28  de abril de 2011 dimanada de la 

Secretaría de Transporte y Tránsito de Barbosa-Antioquia, se resolvió el 

trámite contravencional dándole  total credibilidad al conductor del  microbús, 

desconociendo de manera plena los demás elementos de prueba, donde el  

IPAT indica que fue aquel vehículo el que expulsó de forma frontal al 

motociclista. 

 

Que para el momento del accidente SAÚL  ANDRÉS MARÍN MARÍN se 

desempeñaba como agricultor, no tenía ingresos fijos presumiéndose que 

devengaba el salario mínimo vigente, y sostenía unión marital de hecho con  

ERIKA YOHANA ACEVEDO MARÍN, con quien procreó hijos JOHAN y 

EDUAR, siendo aquel quien asumía  el sostenimiento del hogar. 

 

Que la víctima  residía con sus padres  (AMPARO  DEL SOCORRO y DARÍO 

DE JESÚS), sus hermanas ANA RUBIELA, YESICA   MILDRE  y  MARILUZ, 

y su  compañera permanente e hijos atrás mencionados, quienes han sufrido 

afectaciones físicas, económicas y morales a causa de su fallecimiento. 

 

Que  la investigación penal se cerró por  atipicidad de la conducta –culpa 

exclusiva de la víctima-, lo que fue sin pruebas suficientes, ni que los 

demandantes estuvieran representados por  apoderado judicial. 

 

 

DE LA CONTRADICCIÓN: 
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BANCOLOMBIA S.A. señaló que  pese a registrar como propietaria del 

vehículo  de placas TGA 184, no ostentaba su guardia material, ya que en 

virtud del contrato de leasing financiero el rodante se encontraba en cabeza 

de la locataria TRANSPORTES MEDELLÍN BARBOSA, además que el 

conductor tampoco tiene relación alguna con la entidad crediticia. Así, 

propuso las excepciones de mérito que denominó: 

 

1)  “FALTA DE LEGITIMACIÓN  POR PASIVA, NO CALIDAD DE 

GUARDIA MATERIAL”: Sosteniendo que para   la   época  de  los  

hechos, TRANSPORTES MEDELLÍN BARBOSA & CIA. LTDA. en 

virtud del contrato de leasing 66288 poseía materialmente  el  vehículo  

causante del daño,  y lo utilizaba de manera autónoma e independiente 

para su explotación económica, sin  estar  sujeto  a  instrucciones o  

directrices de parte de BANCOLOMBIA S.A.. 

 

2) “IMPOSIBILIDAD DE COACCIONAR AL ARRENDATARIO AL 

DEBIDO USO Y COMPORTAMIENTO EN EL MANEJO DEL BIEN 

ENTREGADO EN LEASING”: Indicando que pese a ser la propietaria 

del vehículo, no es responsable de las conductas, uso, control y 

administración que recae en el locatario. 

 

3) “AUSENCIA DE RESPONSABILIDAD, EN RAZON A LA VOLUNTAD 

CONTRACTUAL”. Arguyendo que en el contrato de leasing se 

estableció que el locatario  sería el responsable de los daños que se 

causaren  a terceros con el bien entregado en  arrendamiento.  

 

4) “INEXISTENCIA DE LA OBLIGACIÓN DE INDEMNIZAR”: Diciendo 

que no está obligada a reparar el daño, porque no tenía el control, 

guarda material o jurídica del vehículo, y por ello no puede declarársele 

responsable. 
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5) “INEXISTENCIA DE CULPA DIRECTA DE LA PERSONA JURÍDICA 

BANCOLOMBIA S.A.”. Afirmando que el locatario y las personas que 

este designe para la conducción del vehículo, son independientes del 

Banco, razón por la cual no le asiste responsabilidad  directa. 

 

6) “INEXISTENCIA DE RESPONSABILIDAD CIVIL 

EXTRACONTRACTUAL”.  Indicando que no  tenía  el  control,  guarda 

material o jurídica del vehículo objeto del contrato de leasing 

financiero,  por  la  naturaleza  misma  de ese contrato. Tampoco 

existía entre el causante del daño y el arrendador ningún tipo de 

relación de subordinación o vigilancia. Es más, que BANCOLOMBIA 

S.A. no tiene como objeto social la actividad de transporte. 

 

7) “AUSENCIA   DE CUALQUIER VÍNCULO CON EL CONDUCTOR DEL 

VEHÍCULO”. Argumentando que para la fecha del accidente no tenía 

vínculo alguno con el conductor del vehículo de placas TGA 184, por 

lo que su posible culpa o imprudencia no vincula a aquella. 

 

8) “INEXISTENCIA  DE PROVECHO DE LA ACTIVIDAD ECONÓMICA 

REALIZADA CON EL VEHÍCULO DE PLACAS TGA 184”.  Alegando 

que  no tiene ningún beneficio económico de la explotación que se 

haga con el bien entregado en leasing. La obligación del locatario  

subsiste sea o no productivo el bien. 

 

De igual forma objetó el juramento estimatorio. 

 

Por su parte los codemandados TRANSPORTES MEDELLÍN BARBOSA 

S.A. “TRANSMEBA S.A.” y PEDRO PABLO HERRERA RÚA -éste último 

adhiriéndose a la contestación de aquella, ver archivo 54-, mediante el 

mismo apoderado admitieron la ocurrencia del accidente, pero señalaron 

que se había presentado  por un hecho imputable única y exclusivamente a 

la víctima, presentando como excepciones: 
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1) “CULPA EXCLUSIVA DE LA VÍCTIMA DIRECTA.” Argumentando que 

la causa eficiente del hecho se generó  por  la  imprudencia  del  

conductor  de  la  moto,  quien cometió  varias infracciones que 

confluyeron a que se diera el resultado fatal. 

 

2) “CASO FORTUITO ATRIBUIBLE A LA VÍCTIMA DIRECTA.”: 

Indicando que al conductor  del  vehículo  con el que colisionó la 

motocicleta, le  era  obligatorio  precaver  que  las  personas  que  

toman  parte  en  el  tránsito deben asumir el cumplimiento de las 

normas que regulan el tránsito de motocicletas. 

 

3) “PAGO  A  CARGO DE  TERCERAS  PERSONAS.” Diciendo que el 

SOAT  que  amparaba el  vehículo,  cubrió  no  sólo  los  gastos  de 

entierro de la víctima, sino además que pago lo correspondiente a la 

muerte de la misma en el equivalente a 750 S.M.L.M.V.. Con ese 

mismo argumento presentó el medio de defensa que denominó 

“PRETENSIONES DE ENRIQUECIMIENTO SIN JUSTA CAUSA”.  

 

4) “TEMERIDAD Y MALA FE DEL DEMANDANTE”: Diciendo que la 

demanda alega hechos contrarios a la realidad sobre la ocurrencia  del  

accidente, el cual se presentó por causa únicamente imputable a la 

víctima directa. 

 

 

DEL LLAMAMIENTO EN GARANTÍA: 

 

 

La codemandada BANCOLOMBIA S.A.  llamó en garantía a su coparte 

TRANSPORTES MEDELLÍN BARBOSA & CIA. LTDA. (Hoy 

TRANSPORTES MEDELLÍN BARBOSA S.A.), quien frente al llamamiento  

indicó que si bien  se obligó a mantener a BANCOLOMBIA S.A. indemne de 
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responsabilidad, en este caso ni siquiera la hay en los demandados en razón 

de la ruptura del nexo causal al configurarse la culpa exclusiva de la víctima. 

 

A su vez TRANSPORTES MEDELLÍN BARBOSA S.A. llamó en garantía  a 

SEGUROS DEL ESTADO S.A., quien aparte de oponerse a las pretensiones 

de la demanda, excepcionó: 

 

1) “PRESCRIPCIÓN EXTINTIVA DEL DERECHO DE RECLAMAR 

INDEMNIZACIONES DERIVADAS DE LA RESPONSABILIDAD CIVIL 

EXTRACONTRACTUAL”. Alegando que el accidente ocurrió el 23 de 

enero de 2011 y la demanda se presentó el 1º de febrero de 2021, 

cuando ya habían trascurrido los 10 años de prescripción. 

 

2) “CAUSA EXTRAÑA – CULPA EXCLUSIVA DE LA VÍCTIMA”. En el 

proceso contravencional quedó establecido que fue el conductor de la 

motocicleta quien  violó las normas de tránsito, dando lugar a su propio 

fallecimiento. 

 

3) “REDUCCIÓN  DE CUALQUIER EVENTUAL INDEMNIZACIÓN A 

CARGO DE LA PARTE DEMANDADA POR CONCURRENCIA DE 

RESPONSABILIDADES (ART. 2357 CC.)”. Diciendo que en el evento 

de considerarse alguna responsabilidad en el conductor del vehículo 

de placas TGA 184, se debe considerar el alto grado de participación 

de la víctima en el hecho. 

 

4) “INEXISTENCIA DE SOLIDARIDAD DEL ASEGURADOR DE LA 

RESPONSABILIDAD CIVIL”; En la medida que la solidaridad no es 

aplicable en los contratos de seguro, donde el asegurador solo tiene 

la calidad de  garante y no de tercero civilmente responsable. 

 

5) “INEXISTENCIA DE LA OBLIGACIÓN  DE SEGUROS DEL ESTADO 

S.A., DE ASUMIR EL PAGO DE INTERESES MORATORIOS DEL 
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ARTÍCULO 1080 DEL CÓDIGO DE COMERCIO”. Argumentando que 

la obligación del asegurador es condicional, y se da cuando se 

demuestre la ocurrencia del siniestro y la cuantía de la pérdida. 

 

Como condiciones del contrato de seguro propuso: 

 

1) “SUJECIÓN DE LA PÓLIZA 43-30-101018571 A LAS CONDICIONES 

GENERALES DE LA FORMA 010808 1329 PE RCETP 031 A M1, 

PÓLIZA DE SEGURO DE RESPONSABILIDAD CIVIL  

EXTRACONTRACTUAL VEHÍCULOS  DE  SERVICIO PÚBLICO.”: 

De acuerdo con la delimitación de la cobertura del PERJUICIO 

MORAL en la póliza 43-30-101018571, sólo tendría derecho, 

eventualmente y cumplidas las condiciones ley y del contrato, la  

compañera permanente y  los  hijos  del  fallecido. Adicional  el  valor  

asegurado  del  perjuicio  moral  no es una cobertura adicional, y  solo 

alcanza  el  25%  del  valor  asegurado total. 

 

2)  “CUALQUIER  OBLIGACIÓN  IMPUESTA  A  SEGUROS  DEL  

ESTADO  DEBE  SER TASADA  EN  SALARIOS  MÍNIMOS  

LEGALES  VIGENTE PARA  LA  FECHA  DEL SINIESTROY NO 

ACTUALIZADOS A LA FECHA DE LA SENTENCIA.”. Arguyendo que 

frente a la aseguradora no proceden indexaciones o actualizaciones 

que superen  su  obligación  contractual,  pues  los  valores  

asegurados  fueron  pactados  en salarios mínimos mensuales legales 

vigentes para la fecha del siniestro. 

 

3)  “LÍMITE DEL VALOR ASEGURADO DE LA PÓLIZA DE RCE 43-30 

101018571”. Aludiendo que en caso de demostrarse la 

responsabilidad del asegurado, la ocurrencia del siniestro y su 

cuantía, la aseguradora solo responderá hasta el límite amparado. 
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DE LA SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA: 

 

 

Después de hacer precisiones conceptuales sobre la responsabilidad civil 

extracontractual  por actividades peligrosas, analizando el acervo probatorio 

delanteramente concluye que hay falta de legitimación en la causa por 

pasiva frente a la entidad financiera, porque  el contrato de leasing hace que 

el locatario -deudor- sea quien  ostente la tenencia y disposición material del 

bien, uso y goce, eligiendo la empresa afiliadora, y adquiere el seguro de 

responsabilidad civil obligatorio. 

 

Entonces, era TRANSMEBA quien ejercía la disposición material del 

vehículo, estableciendo horarios, rutas y conductores, y todo lo relacionado 

con la tenencia y explotación del bien, sin que BANCOLOMBIA S.A. tuviera 

tales atributos, por lo que no está llamada a responder por los daños. 

 

Frente a la responsabilidad de los demás demandados, se tiene por 

establecida la ocurrencia del accidente; y respecto a la culpa, después de 

hacer la valoración probatoria, señaló que visto en contexto tales medios, 

particularmente la experticia, fue el motociclista el que causó el accidente al 

invadir el carril contrario, sin que exista prueba que el conductor demandado 

hubiere modificado la escena. 

 

Así, dio por acreditada la culpa exclusiva de la víctima, rompiéndose el nexo 

causal, por lo que desestimó las pretensiones de la demanda, sin que haya 

necesidad de analizar las demás pretensiones por sustracción de materia. 

 

 

DE LA APELACIÓN:  

 

Tal decisión fue apelada por la demandante, quien presentó como reparos 

los que intituló: 
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1. “Error inducido”. Diciendo que en el peritaje existe error inducido, ya 

que las fotografías analizadas no obedecen al principio de indemnidad 

e invariabilidad, aunado que es deslealtad procesal que para el 

proceso contravencional, penal, y la contestación a la demanda, las 

fotos y el informe de la empresa FCI, no aparecieron, pero para el 

dictamen sí, sin que el perito acreditara el contenido de esas 

imágenes, además de cuestionó el exceso de velocidad del 

motociclista, y que hubo movimiento del cuerpo y la motocicleta.  

 

2. “Defecto fáctico”: arguyendo falla en la valoración probatoria, 

recalcando que no hubo culpa exclusiva de la víctima, ni se demostró 

que el conductor de la motocicleta transitara de forma imprudente  en 

sentido contrario, y por el contrario, el conductor del microbús confesó 

que  se movilizaba a 60 Km/h cuando lo permitido eran 30 Km/h.  

 

3. “Defecto sustantivo”. Afirmando que la causa del accidente se debe a 

la falta de diligencia y cuidado del conductor del microbús al exceder 

los límites de velocidad, indicando que podía hacerlo a 80 Km/h, sin 

que el a quo valorara la totalidad de las pruebas. 

 

En la sustentación de la alzada con los mismos intitulados expuso:  

 

“ERROR INDUCIDO”. Argumentando que la decisión de basó en el peritaje 

y en el interrogatorio de parte del demandado, y se dio por demostrado, sin 

estarlo, que la víctima invadió el carril contrario.  

 

También que la reconstrucción del accidente, creo un falso juicio de 

convicción al estar adaptada a conveniencia del demandado, allí no se 

especificó  el posible punto de impacto, a pesar de que supuestamente se 

desarrolló un proceso in situ; las fotografías no se conoce cuándo se 

tomaron, por quién, con qué equipo, ni si corresponden a la fecha y lugar del 
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accidente, o fueron modificadas, sin que tangan identidad, idoneidad e 

indemnidad, ya que aparecieron en manos del perito después de once años 

de la ocurrencia del accidente, sin que antes se conocieran, o sea, no se 

aportaron al proceso en el momento procesal oportuno.  

 

Es más, se partió de una huella de arrastre en una de las fotografías, que no 

se sabe si fue tomada el día y en lugar de los hechos, para concluir que el 

impacto fue en el carril del bus; vestigio que no fue registrado por la autoridad 

de tránsito en el croquis. Aunado que se estableció el exceso de velocidad 

con una foto del velocímetro de una moto,  sin que se tenga acreditado que 

era la moto de la víctima, demás que hay incongruencia entre los daños 

reportados del bus, frente a los señalados por el taller automotriz WLA. 

 

El perito llegó a una conclusión exacta, pero no se pudo realizó análisis 

matemático de velocidades, debido a la falta de información para determinar 

el sitio de la vía donde se dio el impacto, y se basa en un supuesto informe 

de una empresa para la que laboró, el cual no fue puesto en conocimiento 

del juez y de las partes.  

 

Que se debe considerar la contaminación de la escena por el paso de otros 

vehículos, que alterarían el resultado final de las conclusiones, máxime 

cuando las fotos están mal tomadas, no se anexa el informe FCI, y afirma   

que el dictamen intenta reparar  las falencias del IPAT y de aquel informe, 

concluyendo que la pericia ofrece dudas razonables que le restan 

credibilidad. 

 

“DEFECTO FÁCTICO”. Sobre tal intitulado reiteró indebida valoración 

probatoria, indicando que no quedó demostrado que el conductor de la 

motocicleta transitara en sentido contrario, ni se analizó si la supuesta 

maniobra de adelantamiento se hubiere dado por una necesidad imperiosa, 

como tampoco se examinó que la velocidad del bus era mayor a la permitida 

en la zona. 
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Que la versión inicial del conductor del bus no guarda similitud con la rendida 

en el trámite contravencional y en el juzgado, pues en aquel dijo que el casco 

del motociclista  quedó al interior del bus, pero en la fotografías se ve al lado 

del conductor, además que un segundo vehículo había atropellado al 

motociclista, y en el proceso no lo menciona. 

 

Alegó que quedan dudas respecto a los vestigios según las partes 

desprendidas del bus, del lago hemático, y  el bus quedó bien parqueado al 

lado de la berma; y tampoco hay huella de la maniobra de frenado  o de 

evasión por parte de este, así como en el informe de tránsito no quedaron 

registrados testigos, concluyendo que la “verdad” del conductor del vehículo, 

no se compadece con los hechos ni con las pruebas, las que no fueron 

valoradas en su conjunto. 

 

“DEFECTO SUSTANTIVO”: Que quedó probado el nexo de causalidad del 

hecho, y la falta de diligencia y de cuidado del conductor del microbús al 

adelantar una actividad peligrosa sin extremar las medidas de seguridad, y 

excediendo los límites de velocidad, aunado que no se analizó el riesgo 

sobre los vehículos que transitaban en su sentido contrario, ni que  realizara 

alguna maniobra para evitar la colisión. 

 

Que impera la presunción de culpa por la actividad peligrosa, y debieron 

valorarse en conjunto las pruebas, por lo que reclama tutela judicial efectiva, 

y se condene a los demandados. 

 

Los codemandados TRANSPORTES MEDELLÍN BARBOSA S.A. 

“TRANSMEBA S.A.” y HERRERA RÚA, señalaron que el bus no dejó huella 

de frenado, lo que denota que iba a una velocidad moderada, siendo ello 

corroborado por el testigo JUAN CAMILO JIMENEZ DÍAZ, además que en 

el croquis se indicó que los daños del microbús fueron en la parte delantera 

izquierda, lo que indica que trato de esquivar el impacto, censurando como 
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reprochable, irrespetuosa y calumniosa la afirmación sobre que hubo 

manipulación de las pruebas, escena y del cuerpo para tomar las fotografías. 

 

Que el ocultamiento de pruebas se dio por la actora, quien relacionó como 

prueba la copia íntegra de la investigación de la Fiscalía, pero no aportó el 

acta de necropsia para observar la prueba de alcoholemia y el registro 

fotográfico, habiendo sido requerido para que la exhibieran y no lo hicieron, 

existiendo indicios que al momento de los hechos la víctima se encontraba 

alicorada, pues los demandantes en el interrogatorio y en la declaraciones 

ante la Fiscalía, señalaron que a aquel le gustaba tomar licor los fines de 

semana, cada ocho días, y así manejaba la moto, y que el día del accidente 

estaba ingiriendo licor. 

 

Si en el dictamen no se hubieran tenido en cuenta las fotografías, con el 

IPAT, el fallo del tránsito y el trámite de la Fiscalía, se hubiera llegado a la 

misma conclusión, en el sentido que el motociclista invadió el carril contrario. 

Eso sí, que el perito puede hacer investigaciones y apoyarse en documentos, 

y no por ello carecen de valor. Insinuar que las fotos no fueran tomadas al 

momento de los hechos o que la escena fue modificada, es reprochable. 

 

Las pruebas de la culpa exclusiva de la víctima no fueron controvertidas por 

la demandante, quien se limitó a desconocerlas sin aportar otras que  

sustentaran su dicho, además que tuvo la oportunidad de controvertir la 

pericia y no logró restarle validez a las fotografías, ni tampoco restarle valor 

probatorio  al fallo contravencional. 

 

Debe considerarse que la  investigación penal se archivó basada en la culpa 

exclusiva de la víctima, y si bien no es una sentencia, debe valorarse  en 

virtud del principio de unidad de jurisdicción. 

 

La codemandada BANCOLOMBIA S.A. y la llamada en garantía  SEGUROS 

DEL ESTADO S.A.  no hicieron ningún pronunciamiento. 
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Así las cosas, agotado el trámite de instancia, se resolverá la alzada, previas:  

 

 

CONSIDERACIONES 

 

 

INTROITO: 

 

Los presupuestos procesales se encuentran reunidos, sin que se observe 

irregularidad que invalide lo actuado, por lo que confluyen las condiciones 

necesarias para proferir sentencia de segunda instancia. 

 

Según los reparos presentados, inicialmente los problemas jurídicos a 

resolver se enuncian así: ¿El juzgador de primera instancia valoró 

adecuadamente el acervo probatorio recaudado de cara a la estimación del  

medio de defensa denominado “CAUSA EXTRAÑA – CULPA EXCLUSIVA 

DE LA VICTIMA”?; y, ¿el demandado probó lo alegado para obtener el efecto 

jurídico perseguido?. De las respuestas a lo anterior dependerá la 

confirmación, revocatoria o modificación de la sentencia atacada. 

 

 

DE LA RESPONSABILIDAD RECLAMADA:  

 

 

La responsabilidad aquiliana descansa en la necesidad de reparar el daño, 

requiriendo que se tengan por satisfechos los siguientes presupuestos: dolo 

o culpa del llamado a responder; daño o perjuicio sufrido por la víctima; y, 

relación de causalidad entre aquél y éste. Sin embargo, cuando se está frente 

a actividades peligrosas (artículo 2356 C.C.), entre la que está la conducción 
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de vehículos automotores1, para generarse el correspondiente deber 

resarcitorio se requiere la consolidación de los siguientes requisitos: i) 

perjuicio; ii) causado en ejercicio de actividad  peligrosa; y, iii) proveniente de 

actividad del demandado.  

 

De todos modos, el demandado puede utilizar medios de defensa con el 

objetivo de enervar las pretensiones, punto del que la Corte, indicó:  

 

“El concepto de “presunción de responsabilidad” en el ejercicio de actividades 
peligrosas, como las derivadas del transporte terrestre, ha sido acuñado por la 
Corte2. En estricto sentido, se trata de una “presunción de causalidad”, ante el 
imposible lógico de la “presunción de culpa».  

 
“Si la exoneración del demandado, como es conocido, deviene únicamente por la 
ruptura del elemento causal, ante la presencia de una causa extraña, el requisito de 
la culpa no resulta consustancial en un sistema de responsabilidad objetiva. 

 
“El artículo 23563 del Código Civil, en consecuencia, se orienta por una presunción 
de responsabilidad. De ahí, como lo tiene sentado la Sala, la culpa no sirve para 
condenar ni para exonerar. Demostrado el hecho peligroso, el daño y la relación de 
causalidad entre aquel y este, la liberación de indemnizar deviene de la presencia 
de un elemento extraño. Se trata, entonces, de una actividad guiada por la 
responsabilidad objetiva. 
(…) 
“4.2.4. Ahora, existiendo roles riesgosos, no hay lugar a una responsabilidad con 
culpa probada o de neutralización de culpas, sino de una participación concausal o 
concurrencia de causas. Esto, por cuanto una actividad peligrosa no deja de serlo 
por el simple hecho de ser protagonista con otra acción de la misma naturaleza.  

 
“Sobre el punto ha dicho la Sala que “Si bien en un principio la doctrina de esta 
Corte resolvió el problema de las concausas o de la concurrencia de actividades 
peligrosas, adoptando diversas teorías como la “neutralización de presunciones”, 
“presunciones recíprocas”, y “relatividad de la peligrosidad”, fue a partir de la 
sentencia de 24 de agosto de 2009, rad. 2001-01054-01, en donde retomó la tesis 
de la intervención causal. 
  

 
1 Sobre el punto la jurisprudencia ha indicado: “… Es pacífica la posición doctrinal que asume 

que el artículo 2356 obliga a quien realiza una actividad peligrosa a indemnizar el daño que 

ocasiona a terceros en razón del despliegue de esa conducta. A tal respecto, esta Corte ha 

declarado en varias sentencias que cuando el daño proviene de ‘actividades caracterizadas por su 

peligrosidad’, de que es ejemplo el uso y manejo de un automóvil, el disparo de una arma de 

fuego o el empleo de una locomotora de vapor o de un motor, el hecho dañoso lleva en sí una 

presunción de culpa que releva a la víctima de la necesidad de tener que probar la del autor del 

daño.” (Subrayado intencional. Corte Suprema de Justicia, Sala Civil. Sentencia SC002-2018 del 

12 de enero de 2018) 
2 Cfr. CSJ. Civil. Sentencias de 14 de marzo de 1938; 14 de mayo de 1938; 14 de febrero de 

1955; 22 de febrero de 1995; 29 de julio de 2015; 30 de septiembre de 200; y 18 de diciembre de 

2012. 
3 “Por regla general todo daño que pueda imputarse a malicia o negligencia de otra persona, debe 

ser reparado por ésta”. 
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“Al respecto, señaló:  
 

““(…) La (…) graduación de ‘culpas’ en presencia de actividades peligrosas 
concurrentes, [impone al] (…) juez [el deber] de (…) examinar a plenitud la 
conducta del autor y de la víctima para precisar su incidencia en el daño y 
determinar la responsabilidad de uno u otra, y así debe entenderse y aplicarse, 
desde luego, en la discreta, razonable y coherente autonomía axiológica de los 
elementos de convicción allegados regular y oportunamente al proceso con 
respeto de las garantías procesales y legales. 
 
““Más exactamente, el fallador apreciará el marco de circunstancias en que se 
produce el daño, sus condiciones de modo, tiempo y lugar, la naturaleza, 
equivalencia o asimetría de las actividades peligrosas concurrentes, sus 
características, complejidad, grado o magnitud de riesgo o peligro, los riesgos 
específicos, las situaciones concretas de especial riesgo y peligrosidad, y en 
particular, la incidencia causal de la conducta de los sujetos, precisando cuál es 
la determinante (imputatio facti) del quebranto, por cuanto desde el punto de vista 
normativo (imputatio iuris) el fundamento jurídico de esta responsabilidad es 
objetivo y se remite al riesgo o peligro (…)”. 

 
“Así las cosas, la problemática de la concurrencia de actividades peligrosas se 
resuelve en el campo objetivo de las conductas de víctima y agente, y en la 
secuencia causal de las mismas en la generación del daño, siendo esa la manera 
de ponderar el quantum indemnizatorio”. 

 
“En tal caso, entonces, corresponde determinar la incidencia del comportamiento de 
cada uno de los agentes involucrados en la producción del resultado, para así 
deducir a cuál de ellos el daño le resulta imputable desde el punto de vista fáctico 
y, luego, jurídico. Como se dijo en el precedente antes citado, valorar la “(…) 
conducta de las partes en su materialidad objetiva y, en caso de encontrar probada 
también una culpa o dolo del afectado, estable[cer] su relevancia no en razón al 
factor culposo o doloso, sino al comportamiento objetivamente considerado en todo 
cuanto respecta a su incidencia causal”.4  

 

En tal sentido, la línea jurisprudencial resulta clara, entendiendo que 

tratándose de actividades peligrosas, a la víctima no le corresponde 

demostrar la culpa, pues solo debe probar: 1) la actividad peligrosa, 2) el 

daño, y, 3) la relación de causalidad entre las anteriores. Es el llamado a 

responder quien debe demostrar el rompimiento de nexo causal, que la 

conducta no le es atribuible, o no es el autor del daño, y así las actividades 

sean concurrentes, debe proceder de tal manera cuando se le demanda, 

pues como dijo la Corte: 

 

“… A partir de la presunción de culpabilidad que rige en las acciones de 
responsabilidad extracontractual por daños ocasionados en el ejercicio de actividades 
peligrosas, se itera, la víctima sólo está obligada a probar el daño y la relación de 
causalidad, mientras que al autor para exonerarse está obligado a acreditar la 

 
4 Corte Suprema de Justicia. Sala Civil, Sentencia SC4420-2020. 
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presencia de un elemento extraño como causa exclusiva del daño, esto es, fuerza 
mayor o caso fortuito, culpa de la víctima o intervención de un tercero.”5  

 

 

DE LA CULPA EXCLUSIVA DE LA VÍCTIMA: 

 

 

La culpa o hecho exclusivo de la víctima como eximente de responsabilidad, 

se caracteriza por ser irresistible, imprevisible y exterior al agente, para de 

esta manera liberar al causante del daño o al llamado a responder, punto 

sobre el cual la jurisprudencia ha señalado: 

 

“Por el contrario, si la víctima intervino (con o sin culpa) en la creación del riesgo 
que ocasionó el daño que sufrió, entonces será considerada autora, partícipe o 
responsable exclusiva de su realización, casos en los cuales no habrá lugar a 
imputarle la responsabilidad a nadie más que a ella, por ser agente productora de 
su autolesión o destrucción, bien sea de manera exclusiva ora con la colaboración 
de alguien más… 
 
“Ahora bien, cuando la víctima no tuvo la posibilidad de crear o evitar producir el 
perjuicio que padeció, pues su realización estuvo por fuera de su capacidad de 
elección o decisión, pero sí pudo haber evitado exponerse al daño 
imprudentemente, el juicio de atribución se desplaza de la órbita de los riesgos 
creados por el agente a la órbita del propio riesgo que creó la víctima al quebrantar 
sus deberes de autocuidado. El juicio anterior de autoría o participación se ubicaba 
en la perspectiva del riesgo creado por el agente, que era visto como un peligro para 
la víctima; pero ahora, desde la perspectiva de los deberes de conducta de la 
víctima, se evalúa su propio riesgo de exponerse al daño creado por otra persona, 
y en este ámbito habrá de valorarse su incidencia en el desencadenamiento del 
resultado adverso. 
 
“Con otras palabras: la víctima es autora o partícipe exclusiva del riesgo que 
ocasionó el daño cuando tuvo la posibilidad de crearlo o de evitar su producción y, 
por lo tanto, es totalmente responsable de su propia desgracia. Por el contrario, 
cuando la víctima no intervino en la creación del peligro que sufrió porque no estuvo 
dentro de sus posibilidades de decisión, elección, control o realización, entonces no 
puede considerarse autora o partícipe del daño cuyo riesgo creó otra persona; y en 
tal caso sólo habrá de analizarse si se expuso a él con imprudencia, es decir si creó 
su propio riesgo mediante la infracción de un deber de conducta distinto al del 
agente, pues en este caso los patrones de comportamiento que hay que analizar 
son los que le imponen tener el cuidado de no exponerse al daño. De otro modo no 
tendría ningún sentido ni utilidad la distinción estructural entre la figura de la 
coparticipación solidaria (artículo 2344 del Código Civil) y la reducción de la 
indemnización por la exposición imprudente de la víctima al daño (artículo 2357 
ejusdem).” (Sala Civil. Sentencia SC002-2018 del 12 de enero de 2018) 

 

 
5 Corte Suprema de Justicia. Sentencia  SC 665-2019. 
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Como corolario parcial, la culpa exclusiva de la víctima constituye eximente 

de responsabilidad para quien se le impute el daño, solo si es  absolutamente 

determinante del hecho, pues  si apenas constituyó un aporte a la producción 

del accidente, en virtud de la  presunción que radica en el causante del 

menoscabo, se deberá considerar la culpa compartida y determinar el grado 

de incidencia de cada uno de los sujetos  en el resultado. 

 

 

DEL CASO CONCRETO EN CUANTO A LA RESPONSABILIDAD: 

 

 

En el presente caso no hay debate en cuanto a que el 23 de enero de 2011, 

al filo de la media noche (21:30 horas), en zona rural del municipio de 

Barbosa (– Antioquia), hubo una colisión entre el vehículo de placas TGA 

184 conducido por PEDRO PABLO HERRERA RÚA, y la motocicleta de 

placa KHY 39 manejada por SAÚL ANDRÉS MARÍN MARÍN, persona esta 

que por el impacto recibido falleció en el lugar del accidente. 

 

Frente a lo anterior el ente instructor del Estado en decisión del 16 de julio 

de 2014 (ver archivo 17 folios 91-95), dispuso el archivo de las 

correspondientes diligencias penales, considerando la institución “atipicidad 

de la conducta”, considerando que “… el hecho investigado no tuvo 

ocurrencia o nacimiento a la vida jurídica como delito, y no concurrir en la 

acción los elementos estructurales de la conducta punible…” (sic). 

 

Pues bien, ese tipo de decisión no puede ser considerada como cosa 

juzgada de cara a las presentes, pues la misma no satisface lo requerido 

para el efecto jurisprudencialmente, y que ha sido planteado así:  

 

“La fuerza de cosa juzgada que se reconoce a ciertos pronunciamientos de los 
jueces penales en lo que concierne a la acción criminal, sobre el proceso civil 
indemnizatorio, no surge de la simple aplicación de los principios que gobiernan el 
instituto de la cosa juzgada en materia civil, pues las diferencias que 
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ontológicamente caracterizan la actividad jurisdiccional en uno y otro proceso, 
determinadas fundamentalmente por el bien jurídicamente tutelado, descartan la 
coincidencia de los elementos procesales en los cuales subyace el instituto 
mencionado. 
 
“El fundamento de tal autoridad, como lo precisa la doctrina ‘... reside en un motivo 
de orden público sumamente simple. Los tribunales represivos, cuando resuelven 
la acción pública, fallan dentro de un interés social; no juzgan entre dos partes 
determinadas, sino entre una parte y la sociedad entera. Lo que deciden para fallar 
sobre la acción pública debe, pues, imponerse a todos. Nadie puede ser llevado a 
discutir las disposiciones penales de la sentencia, incluso en sus consecuencias 
sobre los intereses civiles. Por eso, la autoridad de la cosa juzgada en lo criminal 
es absoluta sobre lo civil; se impone sean cuales sean las partes, sean cuales sean 
el objeto y la causa de la demanda civil’ (Henri y León Mazeaud, André Tunc, 
Tratado Teórico y Práctico de la Responsabilidad Civil Delictual y Contractual, Tomo 
Segundo, Volumen II, pág. 354). 
 
“Mientras que la sentencia condenatoria penal comporta un valor absoluto de cosa 
juzgada, la absolutoria o liberatoria de la responsabilidad penal del procesado, en 
cuanto a sus efectos en el campo civil, estaba sujeta a la reglamentación establecida 
por el art. 57 del C. de P. Penal, (hoy ídem artículo de la ley 599 de 2000), el cual 
consagraba que la acción civil no puede iniciarse ni proseguirse, cuando en 
providencia que haya adquirido firmeza, el reo ha sido eximido de responsabilidad 
penal, bien porque el hecho investigado no existió, ora porque el sindicado no lo 
cometió, u obró en legítima defensa o en estricto cumplimiento de un deber. De 
manera que al momento de decidir, dado el valor relativo que a la sentencia 
absolutoria le atribuye la ley, el juez civil debe verificar si el pronunciamiento del juez 
penal encaja en alguna de las hipótesis que taxativamente se consagran en dicho 
precepto, pues sólo en tales supuestos puede argüir su influjo sobre la acción civil 

(CSJ, SC del 12 de agosto de 2003, Rad. n.° 7346).”6 
 

O sea, que al no estar frente a una sentencia, en estricto sensu, no es factible 

decir que la mencionada decisión penal debe preponderar en el proceso civil; 

sin embargo, lo mismo se mirará en contexto con los demás medios 

probatorios, en el sentido que el Ente Instructor del Estato descartó la 

responsabilidad del demandado, sin que se ejerciera la correspondiente 

acusación, de donde por lo menos ha de asumirse como un indicio en favor 

de quien se presumiría causante del daño.  

 

De otro lado, la Resolución 091 del 28  de abril de 2011 dimanada de la 

Secretaría de Transporte y Tránsito de Barbosa-Antioquia (folios 28-30 

archivo 16), se resolvió el trámite contravencional indicando que el difunto  

SAÚL  ANDRÉS MARÍN fue el contraventor de las normas de tránsito, 

 
6 SC3062-2018 del 1º de agosto de 2018 
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indicándose que su actuar fue imprudente, habiendo puesto en riesgo la vida 

de los demás transeúntes y la suya propia.  

 

El referido acto administrativo proferido por autoridad de tránsito, de cara a 

las presentes para nada es irrelevante, todo lo contrario, resultando ser el 

análisis de los medios probatorios en su momento recaudados por autoridad 

especializada en la materia, lo que hace que deba tenerse en cuenta a la 

hora de resolver el caso, pues constituye prueba en los términos del inciso 

2º del artículo 275 del C. G. del P.; eso sí, visto en conjunto con los demás 

medios probatorios recaudados. 

 

Sobre tal probanza, conforme lo ha establecido la jurisprudencia del Consejo 

de Estado, el acto administrativo goza de presunción de legalidad y validez 

de cara a la administración de justicia, presunción que puede ser desvirtuada 

(Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo. Sección tercera. 

sentencia 3 de diciembre de 2007. Ref. 05001-23-31-000-1995-00424-

01(16503); y en ese sentido ha de ser considerado en las presentes. 

 

Ahora, el informe de tránsito en que se basó el anterior y que figura en el 

mismo archivo 16, deja en claro que el choque fue frontal de parte de los dos 

vehículos involucrados, específicamente, fue dibujado in situ, tal como se 

muestra: 
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Como se puede ver, siendo el vehículo No. 2 la motocicleta guiada por el 

causante, se evidencia que fue este quien invadió el carril contrario, lo que 

apoya plenamente y le da fundamento a la decisión e incluso a la del Ente 

Instructor del Estado, en el sentido que esta fue la causa del accidente, lo 

que sería suficiente para confirmar la decisión de primera instancia; sin 

embargo, en aras de la motivación, hemos de referirnos integralmente a las 

inconformidades presentadas por el recurrente.  

 

Sobre la crítica que hace el recurrente al peritaje allegado (archivo 64), tal 

cuestionamiento resulta de recibo en la medida que el mismo se hizo más 

de diez años después de ocurrido el siniestro, lo que de por sí influye en el 

análisis que se hizo de la vía; sin embargo, ello no desdibuja lo presentado 
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en el informe del accidente de tránsito atrás aludido, por lo que así 

descartemos tal experticia, el enervante de responsabilidad no lo podemos 

tener como decaído.  

 

Las fotografías anexas al mismo, así las tengamos solamente como 

documentales, concuerdan con el contexto probatorio recaudado, por lo que 

si la contraparte -demandante-, quería demeritarlas, contó con la 

oportunidad de tacharlas, de donde al no haberlo hecho, no podrá obtener 

el efecto jurídico perseguido. Sin embargo, se recalca, la experticia en cita 

no es determinante para la presente decisión, tal como se ha expuesto y se 

seguirá exponiendo.  

 

Continuando con el análisis de los demás medios probatorios recaudados; 

los interrogatorio de los demandantes7 AMPARO DEL SOCORRO MARÍN 

MARÍN y DARÍO DE JESÚS MARÍN MARÍN, madre y padre de la víctima 

directa SAÚL ANDRÉS MARÍN MARÍN, resultan irrelevantes a la hora de 

atribuir responsabilidad, pues de un lado, no presenciaron los hechos 

génesis de la acción, y el interrogatorio estuvo dirigido a resaltar aspectos 

de la cotidianidad del causante, pero sin ligarse con el hecho causal en sí 

mismo.   

 

Por su parte ANA RUBIELA MARÍN MARÍN, hermana del extinto  SAÚL 

ANDRÉS, indicó sobre los perjuicios morales ocasionados con tal deceso, 

pero sin que aporte en lo relativo a la causalidad del accidente, igual sucede 

con las codemandantes YESICA MILDRE  y  MARILUZ, e incluso la misma 

compañera sobreviviente ERIKA YOHANA  ACEVEDO MARÍN.    

 

No obstante ERIKA YOHANA  indicó ante la Fiscalía que el día del suceso, 

su compañero posiblemente estaba alicorado (ver carpeta 17 folio 77); sin 

embargo, ello no puede ser argumento para decidir, pues es un punto que 

no se encuentra técnicamente probado, así como tampoco lo será ningún 

 
7 Archivo 2021.00022.AudienciaInicialconParagrafo.Parte II. 
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argumento que señale embriaguez del occiso, precisamente pues tales 

referencias no están debidamente probadas, por lo que no pasan de ser 

especulaciones y conjeturas. 

 

En cuanto a los Interrogatorios de los demandados, comenzando por el de 

BANCOLOMBIA S.A., se centró en lo negocial en cuanto a la guarda del 

rodante con el que supuestamente se causó el daño por el que se demanda, 

pero sin que hiciera alusión sobre el accidente en sí mismo, similar la 

posición de  TRANSPORTE MEDELLÍN BARBOSA S.A., pero ya en cuanto 

al contrato de vinculación de tal vehículo.  

 

Sin embargo, es de resaltar lo expuesto por el codemandado PEDRO 

PABLO HERRERA RÚA, conductor del vehículo de placas TGA 184, quien 

recalcó que iba por una recta después de una curva, y en contrasentido suyo 

venía un carro pequeño, y  cuando iba cruzando vio que de atrás de este 

salió una moto a mucha velocidad tratando de adelantar a ese carro, y al 

verlo de frente maniobró su carro hacía la derecha, pero no logró  evitar el 

accidente, y la moto chocó con él, produciéndose el infausto resultado. 

 

Indicó que iba a 60 kilómetros por hora, aproximadamente, y que en esa vía 

se puede transitar a 80 kilómetros por hora, que a esa velocidad pudo frenar 

y por eso no dejó huella de frenado,  y que tenía plena visibilidad, y solo vio 

al motociclista en el momento del impacto porque el que se veía era el carro 

que venía adelante. Dijo que al parecer otro carro que venía detrás le pasó 

por lo pies a la víctima. 

 

Tal versión es creíble, pues la misma concuerda con las diligencias de 

tránsito, y el evitar la colisión se aviene al croquis de tránsito en cuando a 

como quedaron los vehículo, entonces, concluye la Sala, 

independientemente de la velocidad, el siniestro ocurrió por que la moto 

invadió el carril contrario, lo que exonera de responsabilidad a los 

demandados.  
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Sobre la crítica al interrogatorio de parte del demandado, si bien no es dable 

que el interesado se haga su propia prueba8, lo expuesto por aquel 

concuerda con las diligencias de tránsito, por lo que la afirmación del 

recurrente en el sentido que no se probó que la víctima invadió el carril 

contrario, del contexto probatorio recaudado, es una alusión contraria a la 

realidad, la que el ordenamiento censura, en, entre otras, el artículo 79.1 

procesal civil. 

 

También debe destacarse que coherente con el aludido deponente, el 

pasajero del microbús colisionado JUAN CAMILO JIMENEZ DIEZ declaró 

en su momento ante la Fiscalía General de la Nación, e indicó que el día del 

accidente iba en dirección Medellín-Barbosa, encontrándose sentado en la 

cuarta banca del lado izquierdo, y que el vehículo venía  por una recta por el 

carril derecho, cuando sintieron un “estruendo” que indicaba que habían 

chocaron con algo; entonces, el conductor  paró inmediatamente, se bajaron 

y vieron a la víctima tirada en el mismo carril  derecho, casi llegando a la 

raya de la mitad de la vía, y una moto quedó al lado contrario, en el carril 

izquierdo viniendo de Medellín. 

 

Que la vía  era recta, doble vía, demarcada, el piso estaba húmedo   y no 

había alumbrado público; que el freno del bus fue en seco, y  no muy fuerte 

porque venía a velocidad moderada. Que el impacto  de la moto fue  donde 

están las luces del lado izquierdo del micro (bus), y  para su entender la culpa 

del accidente fue del motociclista. 

 

Entonces, independientemente de la percepción del testigo sobre la 

responsabilidad, este concuerda con lo plasmado en el croquis de tránsito y 

lo indicado por el conductor del bus, señalando inequívocamente que quien 

 
8 Ver, entre otras decisiones de la Sala Civil de la Corte Suprema de Justicia SC 4791 del 7 de 

diciembre de 2020, SC del 25 de marzo de 2009 radicado 2002-00079, y SC del 10 de noviembre 

de 1999 radicado 5279.  
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ocasionó la colisión fue la víctima, tesis que se acoge por la Sala, tal como 

se ha indicado.  

 

Finalizando el análisis probatorio y dejando en claro que hay circunstancias 

que el tiempo ha disipado, de todos modos los análisis físicos de la experticia 

resultan de recibo, sentido en el cual en audiencia el perito JORGE MARIO 

VALLEJO POSADA, dejó en claro que fue la moto la que invadió el carril del 

bus, para lo que consideró las posiciones de los rodantes.  

 

 

CONCLUSIÓN:  

 

 

Contrario a lo alegado por el recurrente y que rotuló de diferentes maneras 

como “defectos, refiriéndose al análisis probatorio realizado en primera 

instancia, no hay tal, pues lo que se demostró fue que el conductor de la 

motocicleta transitaba  en sentido contrario al vehículo de los demandantes, 

donde la supuesta maniobra de adelantamiento, se quedó en eso, en 

supuesta, además que es argumento que hasta ahora lo está arguyendo y 

nunca lo presentó en la acción,  aunado que es contradictorio con el discurso 

que se sostuvo en el sentido que el motociclista no invadió el carril contrario. 

Valga preguntar, ¿al fin qué o no invadió, o se vio obligado a invadir en una 

imperiosa maniobra? 

 

De lo extractado del croquis, el trámite contravencional, el dicho de las 

partes, y los testigos, se tiene por cierto que fue la víctima quien invadió el 

carril contrario, evento que aparte de vulnerar la norma de tránsito, es la 

causa eficiente del accidente en estudio.  

 

Del análisis contextual de los analizados medios probatorios9, permite 

establecer que la víctima directa no acató sus deberes como sujeto que 

 
9 Como dice el artículo 176 del C. G. del P., “Las pruebas deberán ser apreciadas en conjunto…” 
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participa en el tráfico vehicular, cuestión que además de infringir las normas 

señaladas, nos coloca  frente a lo normado en el artículo 55 del C. N. de T. 

el cual reza: 

 

“Comportamiento del conductor, pasajero o peatón. Toda persona que tome parte 
en el tránsito como conductor, pasajero o peatón, debe comportarse en forma que 
no obstaculice, perjudique o ponga en riesgo a las demás y debe conocer y cumplir 
las normas y señales de tránsito que le sean aplicables, así como obedecer las 
indicaciones que les den las autoridades de tránsito.” 

 

De tal manera, las normas exigen que el motociclista respete las señales de 

tránsito, y ordena no invadir el carril contrario. Es decir, la causa adecuada 

del siniestro fue el comportamiento vial del motociclista10, quien de forma 

imprudente se expuso al daño, pues con su actuar contribuyó de manera 

exclusiva a la ocurrencia  del accidente al invadir el carril contrario, sin que 

para el resultado haya mediado el comportamiento del conductor del otro 

rodante. 

 

A guisa de conclusión, es acertada la estimación de la excepción que se 

consideró, pues se desdibujó el nexo de causalidad, lo que hace que la 

decisión atacada deba ser confirmada.  

 

 
10 Sobre la causalidad adecuada, en sentencia del 26 de septiembre 2002, la Sala de Casación Civil 

de la Corte Suprema de Justicia, indicó: “(…) de todos los antecedentes y condiciones que 

confluyen a la producción de un resultado, tiene la categoría de causa aquél que de acuerdo con la 

experiencia (las reglas de la vida, el sentido común, la lógica de lo razonable) sea el más 

“adecuado”, el más idóneo para producir el resultado, atendidas por lo demás, las específicas 

circunstancias que rodearon la producción del daño y sin que se puedan menospreciar de un tajo 

aquellas circunstancias azarosas que pudieron decidir la producción del resultado, a pesar de que 

normalmente no hubieran sido adecuadas para generarlo.”, lo que fue reiterado por la misma 

Corporación en sentencia del 9 de julio de 2007 (Exp. 23417-31-03-001-2001-00055-01) cuando 

afirmó: ““efectos de una causa aquellos que según las reglas del sentido común y de la experiencia 

suelen ser su resultado normal””, donde siguiendo tal línea el 9 de diciembre de 2013 (Exp. 88001-

31-03-001-2002-00099-01), indicó: “la cadena causal no se toma en su estricto sentido naturalista, 

sino que se encuentra impregnada de una serie de valores culturales que permiten escoger, de entre 

una serie de hechos, sólo aquéllos que resultan verdaderamente relevantes para endilgar 

responsabilidad; de ahí que se hable de una causalidad adecuada.”; y más recientemente, en la 

sentencia SC002 de 12 de enero de 2018, la alta Corte, expresó: “(…) la causalidad que interesa al 

derecho es, entonces, la causalidad jurídica, es decir la causalidad adecuada a un sentido jurídico, 

que es lo mismo que una causalidad orientada por criterios normativos o de imputación.” 
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En cuanto a costas, pese al fracaso del recurso, en atención del artículo 154 

del C. G. del P., la Sala se abstiene de condenar en el particular. 

 

Por lo expuesto, la Sala Civil del Tribunal Superior de Medellín, 

administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por 

autoridad de la ley;   

 

 

RESUELVE 

 

 

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia del veintiuno (21) de enero de dos 

mil veintidós (2022), proferida por el Juzgado Segundo Civil del 

Circuito de Oralidad de Medellín, conforme lo motivado.  

 

SEGUNDO: Sin condena en costas. En firme lo decidido, vuelva el asunto 

al Despacho de origen.  

 

Esta decisión se notifica por estados. 

 

 

 

 

JOSÉ OMAR BOHÓRQUEZ VIDUEÑAS 

MAGISTRADO 

 

               (En permiso)                                    

  SERGIO RAÚL CARDOSO GONZÁLEZ          MARTÍN AGUDELO RAMÍREZ 

MAGISTRADO      MAGISTRADO 


